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La voluntad común como límite de la buena fe  
en la integración del contrato

Adrián Schopf Olea*

Resumen

Este trabajo explora los límites de la buena fe en la integración de los contratos. Se sostiene que 
esos límites son una consecuencia de la naturaleza de la operación de integración contractual, la 
que tiene por objeto imputar un término implícito al contrato para suplir sus vacíos u omisiones 
necesitados de reglamentación. En razón de esa naturaleza de la operación de integración con-
tractual, la buena fe no puede ser nunca la fuente de las obligaciones principales del contrato, 
sino solo de obligaciones secundarias u otros efectos jurídicos accesorios, todos los cuales no pueden 
nunca alterar el sentido y función del contrato, ni contravenir las estipulaciones expresas de los 
contratantes. Ello significa que los deberes de conducta y demás efectos jurídicos derivados de 
la buena fe para integrar las lagunas del contrato se encuentran subordinados a la voluntad 
común de los contratantes, por lo que son fundamentalmente disponibles. En consecuencia, si bien 
la buena fe como principio regulador del contrato es esencialmente indisponible, de ello deben 
distinguirse los deberes de conducta y demás efectos jurídicos derivados de ella para integrar 
el contrato, los que son modulables y renunciables por los contratantes, de conformidad con sus 
particulares intereses comprometidos en el intercambio contractual. 
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The common intent as a limit of good faith in the construction  
of implied terms in contracts

Abstract

This article explores the limits of good faith in the construction of implied terms in contracts. It 
is contended that these limits are inherent to the construction of implied terms, whose function 
is to fill up gaps in the contract. Accordingly, good faith can never be the source of the main 
contractual obligations, but only of secondary or ancillary obligations, which can never alter the 
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function of the contract as a whole or contradict any express term of the contract. This means that 
whereas good faith, as a general regulatory contractual principle is in itself non waivable, the 
implied terms extracted with its help can be determined and altered by agreement of the parties, 
in line with their particular interests involved in the contractual bargain.

Good faith; implied terms; limits in the construction of implied terms

I. Introducción

En el derecho chileno, al igual que en la mayoría de los ordenamientos jurídicos 
comparados, la buena fe contractual ha adquirido una relevancia creciente en la 
ordenación de la relación jurídica de derecho privado, incluida especialmente 

la relación contractual. En gran medida ello se debe a que en un determinado estadio 
de su desarrollo todo ordenamiento jurídico se encuentra en la necesidad de superar la 
aplicación estricta y puramente formal de la ley, complementándola con una aplicación 
más flexible y funcional del derecho, que le permita considerar adecuadamente todas 
las circunstancias particulares del caso concreto sometido a evaluación, resolviéndolo 
de conformidad con el sentido práctico y función de las instituciones jurídicas1. Ello se 
puede observar contemporáneamente en el derecho privado chileno, incluido especial-
mente el derecho de contratos2. 

Pero la mayor preponderancia de la buena fe en la ordenación de la relación con-
tractual no implica solamente ventajas, sino que conlleva también el riesgo de dinamitar 
los acuerdos contractuales y la distribución de riesgos dispuesta por los contratantes, 
siendo una potencial fuente de inseguridad jurídica. En la práctica contractual es relati-
vamente frecuente que con fundamento en la buena fe uno de los contratantes pretenda 
desconocer lo pactado y los riesgos asumidos en virtud del contrato, invocando para 
esos efectos genéricamente los deberes de lealtad, honestidad y colaboración que sub-
yacen a la buena fe contractual. La buena fe es alegada por una parte para reescribir el 
contrato, usualmente cuando alguno de sus riesgos o efectos económicos adversos se han 
materializado o amenazan con producir pérdidas financieras. Invocaciones de esa especie 
muestran que la buena fe contractual puede ser una espada de doble filo, la que puede 
contribuir a refinar el derecho de contratos, pero también mellarlo. Por eso, una tarea 
fundamental de la dogmática jurídica consiste en definir los contornos y, especialmente, 
los límites de la buena fe contractual en la regulación del contrato3.

1 Así, Schermaier, 2000, pp. 63-66, con referencias históricas y comparadas. 
2 De la creciente relevancia de la buena fe en la aplicación del derecho privado chileno, incluido el 

derecho de contratos, véase las revisiones y sistematizaciones jurisprudenciales de San Martín, 2015, pp. 157 
ss. y Corral, 2006, pp. 187 ss. Para la relevancia de la buena fe en la doctrina chilena reciente, entre otros, 
Schopf, 2018, pp. 109 ss.; De la Maza, 2014, pp. 201 ss.; Boetsch, 2011, pp. 93 ss. 

3 Corral, 2020, pp. 111 ss.; Schopf, 2018, pp. 128-131; De la Maza, 2014, pp. 219 ss., de los 
beneficios y, especialmente, los riesgos de la buena fe en la ordenación del contrato. 
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Con ese objeto en el derecho chileno se ha ido consolidando paulatinamente la 
distinción entre las diferentes funciones de la buena fe contractual, como una forma de 
manejar y controlar su aplicación. Dentro de esas funciones suele distinguirse entre una 
función de interpretación, de integración, de limitación y de corrección de la buena fe 
contractual. Cada una de esas funciones configura una tarea diferente, con presupuestos 
de aplicación y efectos jurídicos también diferentes. Por eso, una vez distinguidas las 
distintas funciones de la buena fe, una cuestión fundamental para su aplicación contro-
lada consiste en trazar los contornos de cada una de ellas, lo que implica definir con la 
mayor precisión posible sus diferentes requisitos, efectos y límites en la ordenación de 
la relación contractual4. 

A la luz de las premisas indicadas, este trabajo explora los límites de la buena fe en 
una de sus funciones específicas: la integración del contrato. El planteamiento central es 
que todos los límites de la buena fe en la integración contractual emanan de la naturaleza 
de esa función, la que tiene por objeto imputar un término implícito y complementario 
al contrato para suplir sus vacíos u omisiones constitutivos de lagunas contractuales. Por 
eso, la buena fe solamente puede ser fuente de obligaciones secundarias u otros efectos 
jurídicos accesorios o conexos, los que resultan siempre funcionales a las obligaciones 
principales del negocio, consentidas por los contratantes. Por el contrario, la buena fe 
no puede ser nunca la fuente de las obligaciones principales que definen la naturaleza 
del negocio, no puede alterar su sentido práctico o función, y no puede tampoco ser 
la fuente de deberes de conducta u otros efectos jurídicos accesorios que contravengan 
las estipulaciones expresas de los contratantes, ya que esas estipulaciones configuran el 
límite que define el exacto perímetro de toda laguna contractual. 

De lo indicado se sigue que los deberes de conducta y demás efectos jurídicos 
derivados de la buena fe para complementar el contrato resultan funcionales y se encuen-
tran siempre subordinados a la voluntad común de los contratantes, la que configura 
la principal limitación de toda integración contractual. Por eso, todos los términos o 
elementos implícitos que integran el contrato con fundamento en la buena fe se en-
cuentran en general a disposición de la voluntad de los contratantes, los que pueden 
modularlos anticipadamente mediante pactos expresos. Ello no significa que la buena 
fe contractual como principio regulador del contrato sea también disponible, tratándose 
inequívocamente de una norma de orden público. En consecuencia, resulta necesario 
distinguir entre la buena fe como principio regulador del derecho de contratos, la que 
resulta indisponible, y los deberes de conducta y demás efectos derivados de la misma 
para integrar el contrato, los que son por regla general disponibles y modulables por 

4 Campos, 2021, pp. 108 ss.; Eyzaguirre y Rodríguez, 2013, pp. 184-194; Boetsch, 2011, pp. 155 
ss., para las funciones de la buena fe contractual en el derecho chileno. De la recepción de la doctrina de las 
diferentes funciones de la buena fe en la jurisprudencia, Corte Suprema, 22.5.2019, rol 38.506-2017, c. 
26; Corte de Apelaciones de Iquique, 28.5.2012, rol 650-2011, c. 7. Para un desarrollo pormenorizado de 
esta doctrina, la que tiene su origen en el derecho alemán, Looschelders y Olzen, 2015, Nrs. 171-209; 
y, tempranamente, Wieacker, 1956, pp. 20 ss. 
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los contratantes, de acuerdo con sus particulares intereses comprometidos en el inter-
cambio contractual.

Para el desarrollo del planteamiento indicado, en este texto se revisan sucesiva-
mente la función de integración de la buena fe contractual, los límites de la función 
de integración de la buena fe contractual y lo disponible e indisponible de la buena fe 
en la integración de los contratos. Finalmente, se exponen las conclusiones del trabajo. 

II. La función de integración de la buena fe contractual

De acuerdo con su reconocimiento en el artículo 1546 del Código Civil, la tarea 
más elemental de la buena fe contractual es su función de integración del contrato. 
La integración contractual tiene por objeto imputar un término implícito al contrato 
para suplir sus vacíos u omisiones que configuran lagunas contractuales. En virtud de 
la función de integración contractual la buena fe es el soporte institucional y la fuente 
de una cantidad potencialmente indefinida de deberes secundarios de conducta y otros 
efectos jurídicos accesorios que se incorporan al contrato, suplementando sus vacíos u 
omisiones necesitados de reglamentación5. De conformidad al sentido y tenor literal 
del referido artículo 1546, el contenido sustantivo de los términos o elementos implí-
citos que se integran al contrato en virtud de la buena fe contractual puede ser definido 
por la ley, por la costumbre o en concreto por el juez en atención a la naturaleza de la 
obligación contratada6. 

El presupuesto de la integración contractual con fundamento en la buena fe puede 
ser tenido por la existencia de un contrato válido, el que contiene lagunas contractuales7. 
Por tanto, los contratantes tienen que haber celebrado un contrato eficaz, lo que significa 
que tienen que haber consentido a lo menos en los elementos esenciales del negocio, que 
son los que definen la naturaleza del intercambio contractual y determinan los fines e 
intereses económicos perseguidos por las partes mediante su suscripción. En conjunto 
con la existencia de un contrato válido, la integración contractual tiene por presupuesto 
la existencia de un vacío u omisión en ese contrato que configura una laguna contractual. 
El vacío en el contrato configura una laguna contractual cuando existe una omisión en 
el acuerdo de las partes, la que resulta contraria a la planificación contractual convenida. 

5 Entre otros, sobre la función de integración de la buena fe contractual en el derecho chileno, Schopf, 
2021, pp. 68 ss.; Campos, 2021, pp. 111 ss.; Alcalde y Boetsch, 2021, pp. 750 ss.; De la Maza y Vidal, 
2018, pp. 183 ss.; Elorriaga, 2018a, pp. 72 ss.; Tapia, 2015, p. 539; Eyzaguirre y Rodríguez, 2013, 
pp. 184-188; Boetsch, 2011, pp. 115-119; Guzmán, 2002, pp. 12 y 14. 

6 Schopf, 2021, pp. 69 ss.; Schopf, 2018, pp. 125-126; Lyon, 2017, pp. 39 ss. 
7 Schopf, 2021, pp. 56 ss.; Tapia, 2015, pp. 541-543; Domínguez, 2011, pp. 256-257, para los 

presupuestos de la integración contractual en el derecho chileno. En el derecho comparado, en general, 
sobre la integración del contrato, véase, para el derecho español, Díez y Gutiérrez, 2020, Nrs. 135-340, 
pp. 1117-1243; para el derecho alemán, Neuner, 2020, § 35 Nrs. 58-62, 67-71, pp. 420-421, 422-424; 
para el derecho italiano, Bianca, 2007, pp. 520-542; y, para el derecho inglés, Lewison, 2020, Nrs. 6.01-
6.179, pp. 325-406.
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Un vacío u omisión puede tenerse por contrario a la planificación contractual convenida 
cuando resulta “necesario” suplementarlo, para que el contrato pueda cumplir razonable-
mente con su sentido práctico y finalidad económica, respondiendo satisfactoriamente 
a las legítimas expectativas de las partes acerca de la economía de lo pactado8. Como 
resulta relativamente evidente, la determinación de cuándo efectivamente existe una 
genuina laguna en el contrato es un problema de interpretación contractual, mientras 
que su suplementación es un problema de integración del contrato, a la luz del estándar 
del contratante leal y honesto que subyace a la buena fe9. 

En presencia de una genuina laguna en la planificación convencional, la integración 
del contrato con fundamento en la buena fe presupone siempre atender a la naturaleza 
del contrato, según se desprende del artículo 1546 del Código Civil10. La naturaleza 
del contrato permite definir el tipo contractual y seleccionar o precisar los diferentes 
deberes de conducta y demás efectos jurídicos accesorios que se integran implícitamen-
te al contrato en virtud de la buena fe, para que este puede cumplir razonablemente 
con su sentido práctico y finalidad económica. A pesar de su relevancia, la naturaleza 
del contrato es un concepto legal que no se encuentra definido por la ley, pudiendo 
entenderse que el mismo hace fundamentalmente referencia a la operación económica 
que subyace al negocio. Ello implica asumir que el contrato está fundamentalmente 
constituido por un específico programa contractual orientado a la satisfacción de de-
terminados fines e intereses económicos, que son, en definitiva, los perseguidos por los 
contratantes mediante la suscripción de la convención. Por lo mismo, la naturaleza del 
contrato permite determinar no solamente el tipo contractual, sino también incorporar 
la función económica o el fin del contrato como criterios centrales en la integración del 
programa contractual con fundamento en la buena fe11. 

La consideración fundamental que subyace a la función económica y el fin del con-
trato como criterios centrales de integración contractual con fundamento en la buena 
fe es que los contratos constituyen un medio o instrumento que el derecho pone a dis-
posición de las personas particulares para que estas den forma jurídica a sus diferentes 

8 Para la noción de laguna contractual en el derecho chileno, Schopf, 2021, pp. 61-62. En el derecho 
comparado, véase, para el derecho español, Carrasco, 2021, Nº 11/3, p. 535; y, para el derecho alemán, 
Neuner, 2020, § 35 Nrs. 58-60, pp. 420-421; Busche, 2018, Nrs. 38-40. 

9 Sobre la delimitación entre interpretación e integración contractual, Schopf, 2021, pp. 63-64; Lyon, 
2017, p. 405; Domínguez, 2010, p. 255. Para los problemas de esa delimitación, Díez y Gutiérrez, 2020, 
Nrs. 135-181, pp. 1117-1158.

10 Véase, Lyon, 2017, pp. 69 ss., quien con buenos argumentos sostiene que al emplear el artículo 
1546 la expresión “naturaleza de la obligación” se refiere en realidad a la naturaleza de la relación obligatoria 
considerada en su conjunto, lo que es lo mismo que la “naturaleza del contrato”. 

11 Respecto de la naturaleza del contrato en nuestro derecho, Lyon, 1997, pp. 68-76; en un sentido 
similar, aunque limitado a la naturaleza del contrato como elemento de interpretación contractual, Rubio, 
2020, pp. 665 ss.; Elorriaga, 2018b, pp. 423-424. En un sentido restringido a la naturaleza de la obligación, 
pero equivalente en sus resultados, Guzmán, 2002, p. 17, sostiene en un influyente texto que cuando el 
artículo 1546 discurre sobre la naturaleza de la obligación, lo hace “para expresar la idea de que a partir 
del ser, estructura u organización de cada obligación puede derivarse algo no declarado, pero que resulta 
necesario para la total satisfacción de la prestación obligacional de que se trata”.
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relaciones de intercambio y cooperación, orientadas a la satisfacción de determinados 
fines e intereses económicos12. Esa concepción del contrato tiene por consecuencia que 
pueda asumirse como premisa fundamental que todos los términos o elementos que 
configuran el programa contractual están funcionalmente orientados a la satisfacción de 
esos fines e intereses. Por eso, en presencia de una genuina laguna en ese programa, la 
integración del contrato con fundamento en la buena fe implica siempre la imputación 
de un término o elemento implícito que sea coherente con el programa contractual con-
venido y que resulte funcional a los intereses que este pretende satisfacer, considerando 
el sentido práctico y fin económico del negocio. 

Al amparo de la función económica o fin del negocio como criterios centrales de 
integración del contrato con soporte en la buena fe, un razonamiento jurídico fundamental 
para complementar el acuerdo es que, más allá de lo expresado por las partes, el deudor 
tiene un conjunto de deberes u obligaciones secundarias, conexas o accesorias orientadas 
a realizar todo lo razonablemente exigible para satisfacer los fines e intereses cautela-
dos y perseguidos por el contrato, debiendo, a su vez, deudor y acreedor abstenerse de 
realizar todo lo que ponga en peligro la efectiva satisfacción de esos fines o intereses13. 
Lo anterior, de una manera que resulte consistente con los derechos y obligaciones de 
las partes, así como con sus respectivas esferas de control y riesgos, definidos según el 
sentido práctico del contrato. 

En concordancia con lo señalado, se ha fallado por nuestros tribunales superiores de 
justicia que quien vende un vehículo motorizado tiene junto con la tradición y entrega 
del mismo, el deber accesorio de efectuar todos los trámites que sean necesarios para que 
resulte posible la efectiva inscripción del vehículo en el registro correspondiente14; que 
quien arrienda un inmueble para fines comerciales, cuya renta se calcula considerando 
un porcentaje de las ventas netas mensuales, tiene la obligación conexa implícita de 
entregar al arrendador toda la información de sus ventas a objeto de hacer efectivo el 
cálculo de las referidas rentas de arrendamiento15; que quien contrae la obligación de 
construir una casa destinada a vivienda tiene el deber secundario o conexo de efectuar 
las instalaciones eléctricas y tramitar las regularizaciones administrativas necesarias para 
que la casa resulte habitable16; y que quien presta servicios de corretaje de propiedades 
tiene el deber complementario al cumplimiento de su encargo de comunicar a su cliente 
la existencia de una oferta por un menor precio, cuando esta satisface eficazmente sus 
necesidades17. 

En el marco de la función económica o fin del negocio como criterios centrales 
de integración contractual con fundamento en la buena fe pueden resultar relevantes 

12 Alcalde, 2008, pp. 342 ss.; Vidal, 2000, pp. 209-2010. Para la operación económica como noción 
fundamental en la comprensión del contrato, Gabrielli, 2020, pp. 49 ss. 

13 Schopf, 2018, p. 119; Elorriaga, 2018a, p. 70; Alcalde, 2018, p. 336; Lyon, 2017, pp. 39-40. 
14 Corte Suprema, 6.10.2015, rol 975-2015; Corte Suprema, 2.9.2014, rol 14.243-2013.
15 Corte de Apelaciones de Santiago, 8.4.2016, rol 13.163-2015.
16 Corte Suprema, 16.4.2014, rol 6.840-2002.
17 Corte Suprema, 27.1.2014, rol 20-2013. 
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también otras consideraciones que configuran el contexto fáctico y legal en que tiene 
lugar el contrato. Se trata de consideraciones que permiten precisar en concreto lo que 
una parte contratante puede esperar razonablemente de la otra más allá de lo declarado 
en la promesa contractual, considerando la específica operación económica que subyace a 
la convención. Dentro de esas consideraciones o criterios pueden incluirse, entre otros, la 
posición relativa de las partes, su nivel de sofisticación o especialidad, la posibilidad de 
negociación de las cláusulas del contrato, la duración del negocio, su carácter fiduciario 
o el nivel de detalles de la regulación convencional adoptada. 

En todos los casos, los términos o elementos implícitos que se imputa al contrato 
deben satisfacer determinadas condiciones de incorporación a la convención para poder 
suplir sus lagunas. Esas condiciones se refieren fundamentalmente a su coherencia con 
el programa contractual acordado, así como a su adecuación para el razonable cumpli-
miento del fin del contrato, tal como este se encuentra concebido por los contratantes. 
En la definición de esas condiciones de incorporación a la convención de cualesquiera 
términos o elementos implícitos adquieren particular relevancia los límites de la función 
de integración de la buena fe contractual. Ello porque esos límites dan cuenta de hasta 
dónde puede fundamentarse legítimamente la incorporación de un deber de conducta 
o efecto jurídico específico al contrato con soporte en la función de integración de la 
buena fe contractual, sin desconocerlo o desnaturalizarlo. El traspaso de los límites de la 
integración contractual constituye de esta manera la más pura realización de los riesgos 
antes indicados, vinculados al desconocimiento y reescrituración del contrato por el 
juez, so pretexto de aplicar la buena fe contractual. Por ello, precisamente, resulta fun-
damental definir con exactitud los límites de la buena fe en la integración del contrato. 

III. Los límites de la buena fe en la integración contractual

La suplementación contractual y la consecuente configuración de los términos implí-
citos del contrato con fundamento en la buena fe tienen una serie de límites específicos, 
todos estos emanan de la propia naturaleza de la función de integración contractual, 
consistente precisamente en “complementar” con términos implícitos el acuerdo váli-
damente adoptado, para que este pueda cumplir razonablemente con su sentido práctico 
y finalidad económica. Los límites resultan válidos y rigen en iguales términos para la 
integración de los términos o elementos implícitos que tienen su origen en la ley, en 
la costumbre o en su configuración concreta por el juez, no pudiendo advertirse razón 
alguna que justifique un tratamiento diferenciado en función de la fuente de determi-
nación del deber de conducta o efecto jurídico específico que se agrega al contrato en 
virtud de la buena fe contractual. 

1.  Los elementos esenciales y obligaciones principales del contrato

En atención a la función de complementación de la buena fe, un primer límite 
de la integración contractual consiste en que esta no puede ser nunca la fuente de los 
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elementos esenciales y las obligaciones principales del contrato, que son los que confi-
guran la naturaleza del negocio18. Los elementos esenciales y las obligaciones principales 
del contrato tienen que ser necesariamente consentidos y fundarse en la voluntad común 
de los contratantes, por muy básica y elemental que esta sea. Ello se debe a que esos ele-
mentos esenciales y obligaciones principales son los que definen la operación económica 
que subyace a la convención y los fines e intereses económicos perseguidos por las partes 
mediante su suscripción, cuestión que queda necesariamente entregada a la autodeter-
minación individual19. En principio, el derecho objetivo no puede nunca mediante la 
buena fe subrogarse en esa voluntad común y definir la operación económica y los fines 
e intereses perseguidos por las partes mediante la contratación, lo que supondría una 
completa disolución de toda autodeterminación individual en la institución contrac-
tual20. En ese sentido, por ejemplo, la buena fe contractual no puede ser nunca la fuente 
de determinación de la cosa vendida y del precio pagado por ella en la compraventa o 
del contenido del encargo en el contrato de mandato, lo que debe ser necesariamente 
determinado y consentido por ambos contratantes, fundándose en su intención común, 
por muy elemental y básica que esta sea. Por eso, así como se ha señalado entre nosotros, 
si bien es correcto que el acuerdo explícito de las partes es la más de las veces modesto21, 
también es correcto que el mismo resulta todas las veces por completo insustituible y 
esencial, al ser la fuente de definición de la naturaleza del negocio y, por lo mismo, de 
los fines e intereses perseguidos por los contratantes mediante la convención22. Por eso, 
una falta completitud de los elementos esenciales plantea un problema de existencia o 
validez del contrato, pero no uno de integración contractual.

En consecuencia, los términos que se incorporan al contrato como elementos 
implícitos en virtud de la integración contractual con fundamento en la buena fe son 
necesariamente obligaciones secundarias o conexas u otra especie de efectos jurídicos 
complementarios (derecho potestativos, obligaciones de seguridad, plazos, cargas, etc.), 
todos estos son siempre funcionales y sirven a la protección, satisfacción y cumplimiento 
de los fines e intereses económicos definidos por los propios contratantes al consentir 
en los elementos esenciales y obligaciones principales del acuerdo por ellos válidamente 
adoptado23. 

18 Así, en el derecho alemán, con referencia explícita a que la buena fe no puede fundar nunca las 
obligaciones principales del negocio, Looschelders, 2018, § 4 Nº 19, p. 33. 

19 Para los elementos esenciales del contrato en el derecho chileno, entre otros, Domínguez, 2020, 
pp. 43-44; Corral, 2018, p. 512. De los elementos esenciales como los elementos que definen la naturaleza 
del contrato, los que en nuestra tradición jurídica son concebidos como una expresión de la autodeterminación 
individual, por lo que tienen que ser necesariamente consentidos por los contratantes, Zimmermann, 1996, 
p. 234; Coing, 1996, t. I, p. 520; Gordley, 1991, p. 61, todos con referencias históricas. 

20 Véase Schapp, 1986, pp. 50-51.
21 De la Maza y Vidal, 2018, p. 184.
22 Barros, 2020, p. 41.
23 Elorriaga, 2018a, pp. 72 y 74; Prado, 2015, pp. 154 ss. para el derecho chileno; en sentido 

análogo, para el derecho español, Díez y Gutiérrez, 2020, Nº 307, pp. 1225-1226. 
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2. La función económica y el sentido del contrato

En razón de esa misma naturaleza complementaria y accesoria, los términos o 
elementos implícitos que se incorporan al contrato en virtud de la buena fe no pueden 
tampoco nunca modificar el tipo contractual o alterar la función económica y sentido 
del negocio, tal como este fue concebido por la voluntad común de las partes, produ-
ciendo su desnaturalización. La elección de un tipo de negocio para la consecución de 
determinados fines e intereses es algo que queda necesariamente reservado a la autode-
terminación individual de los contratantes, de manera que en virtud de la buena fe no 
pueden integrarse al contrato términos o elementos implícitos que modifiquen el tipo 
contractual convenido o alteren el sentido práctico y función del negocio, transformando 
el diseño contractual adoptado por las partes. Por eso, el término o elemento implícito 
que se integra al contrato debe ser siempre coherente y funcional al sentido y fin del 
tipo contractual convenido.

Así, por ejemplo, en un contrato de ingeniería, diseño y construcción a suma alzada 
(contrato EPC), en virtud de la buena fe no puede integrarse al contrato un término o 
elemento implícito que ponga sobre el mandante todo o parte de los riesgos de diseño 
o los riesgos de variación de los costos directos o gastos generales de la obra, ya que ello 
supondría una desnaturalización del sentido y función económica del contrato, tal como 
este fue concebido, diseñado y consentido por los contratantes24.

3. Los términos y estipulaciones expresas válidamente consentidas por las partes

De modo análogo, también en razón de la función de complementación de la 
integración contractual, el contenido de todos los términos o estipulaciones explícitas 
válidamente consentidas por las partes configura un límite a toda integración contractual 
admisible. Ello, aunque esas estipulaciones se refieran a aspectos laterales o accidentales 
del negocio. El límite se manifiesta en que los elementos implícitos que se incorporan 
al contrato en virtud de la operación de integración contractual con fundamento en la 
buena fe bajo ninguna circunstancia pueden sustituir, resultar incoherentes o contrave-
nir el contenido de los términos o elementos explícitos válidamente estipulados por los 
contratantes. En particular, los elementos que se incorporan al contrato en virtud de la 
función de integración de la buena fe contractual no pueden servir nunca de antecedente 
para corregir, rectificar o modificar los derechos, obligaciones, distribución de riesgos, 
asignación de cargas y, en general, el contenido de las estipulaciones contractuales válida-
mente acordadas por los contratantes, modificando lo libremente convenido en beneficio 
de una parte y en perjuicio de la otra. Los jueces no tienen el poder ni la facultad de 
alterar a su solo arbitrio los términos y estipulaciones válidamente adoptadas por los 
contratantes. Por eso, no resulta posible imputar un término implícito al contrato si 
el mismo resulta inconsistente o contradictorio con las términos expresos válidamente 

24 Véase Carrasco 2021, Nº 11/4, pp. 536.
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acordados. Los términos convenidos por los contratantes son un filtro y, en definitiva, 
un límite a toda integración contractual admisible, no pudiendo esos términos ser en 
principio desconocidos por el juez25. Por lo mismo, la buena fe contractual no puede 
servir nunca de justificación para vaciar de contenido el contrato, reescribir lo expre-
samente estipulado por las partes o alterar en algún sentido lo válidamente pactado26. 

La configuración de lo expresamente pactado por los contratantes como límite a 
toda integración contractual admisible con fundamento en la buena fe ha sido reconocido 
explícitamente por nuestra jurisprudencia. En dos sentencias particularmente elocuentes 
la Corte Suprema ha declarado en este sentido que “el artículo 1545 del Código Civil 
dispone, como es sabido, que todo contrato legalmente celebrado es una ley para los 
contratantes, y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas 
legales, de lo que se sigue que si, como se indicó, las partes previeron y acordaron 
soberanamente que se produciría un determinado efecto en una también determinada 
circunstancia, nadie, ni aun el juez, puede contradecir esa manifestación de voluntad 
conjunta”27; y que el artículo 1546 del Código Civil, “si bien sirve como herramienta 
integradora del contrato, por sí misma no es adecuada para dejar sin efecto cláusulas 
que libre y voluntariamente acordaron los contratantes”28. 

La restricción señalada es una consecuencia del presupuesto más elemental de la 
integración contractual, cual es la existencia de un contrato válidamente suscrito que 
contiene una laguna que debe ser colmada, siendo su límite más inmediato el lugar 
exacto donde esa laguna termina, el que está precisamente constituido por los términos 
y estipulaciones válidamente acordados por los contratantes29. Por lo mismo, la función 
de integración de la buena fe contractual debe ser claramente distinguida de su función 
de corrección, la que se vincula con una operación jurídica que se sujeta a criterios por 
completo diferentes y significativamente más estrictos, siendo su ámbito de aplicación 
mucho más problemático y, en todo evento, por completo excepcional en el derecho de 
contratos. Ello al presuponer la función de corrección una verdadera ruptura o quiebre 
del contrato, por circunstancias extraordinarias e imprevistas, que alteran radicalmente 
las bases del negocio y lo hacen económicamente insostenible o privan de toda raciona-
lidad económica y comercial30. 

25 Así, Carrasco 2021, Nrs. 11/4 y 11/7, pp. 536 y 539.
26 Elorriaga, 2018a, p. 88-89; Alcalde, 2018, pp. 338; Johow, 2005, 222; en el derecho comparado, 

en un sentido análogo, para el derecho español, Salvador y García-Micó, 2020, pp. 30, 33-35, 47 y 51; para 
el derecho alemán, Larenz y Wolf, 1997, § 28 Nrs. 115-117, pp. 565-566; Flume, 1979, pp. 326-328; y, 
para el derecho europeo en general, Kötz, 2015, p. 153. Aunque sin referencia a la buena fe, consideraciones 
análogas rigen en la configuración judicial de los términos implícitos del contrato en el derecho inglés. Al 
respecto, Lewison, 2020, Nº 6.107, p. 374; Treitel y Peel, 2020, Nº 6-063, pp. 262-263.

27 Corte Suprema, 9.12.2008, rol 6.341-2007, c. 4. 
28 Corte Suprema, 7.11.2016, rol 52.838-2016, c. 9.
29 Véase, en un sentido similar, Tapia, 2015, pp. 543-544.
30 Salvador y García-Micó, 2020, pp. 30, 33, 35, 47 y 51. Véase, asimismo, Medicus y Lorenz, 

2021, § 14, Nº 15, p. 57, quienes destacan el carácter altamente problemático de la función de corrección 
de la buena fe contractual, así como la necesidad de proceder con el máximo cuidado en su tratamiento. 
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IV. Lo disponible y lo indisponible de la buena fe  
en la integración de los contratos

La revisión de los diferentes límites de la buena fe en la integración contractual da 
cuenta de que los mismos resultan todos en última instancia reconducibles a la voluntad 
común de los contratantes, la que constituye la principal restricción en la configuración 
de todos los términos o elementos implícitos del contrato. Los términos o elementos 
implícitos que se integran al contrato en virtud de la buena fe contractual son siempre 
funcionales y se encuentran siempre todos subordinados a la voluntad común de los 
contratantes, la que delimita negativamente sus contornos y condiciona su contenido. 
Ello da cuenta de que los deberes de conducta y demás efectos jurídicos que se derivan 
de la buena fe contractual para incorporarse a la convención se encuentran en general a 
disposición de los contratantes31. Por eso, dentro de los límites generales de la autonomía 
privada, todos los términos o elementos implícitos que con fundamento en la buena fe 
integran el contrato pueden ser anticipadamente renunciados, modificados o modulados 
por los contratantes mediante pactos o estipulaciones especiales que se ajustan a sus 
particulares intereses contractuales32. En ese sentido, por ejemplo, nada se opone, en 
principio, a que los contratantes anticipadamente renuncien o supriman la obligación 
de no competir en la venta de una empresa, modifiquen el alcance de los deberes de 
información en un contrato de construcción o modulen las condiciones de ejercicio del 
derecho a poner término a un contrato indefinido de suministro o de distribución, todo 
ello, a falta de una cláusula especial, se rige por los términos implícitos que se integran 
al contrato con fundamento en la buena fe contractual. En otras palabras, los contratan-
tes pueden adelantarse a la función de integración de la buena fe contractual acerca de 
un asunto específico, adoptando una estipulación especial a su respecto y evitando de 
ese modo la configuración de una laguna en el contrato necesitada de suplementación 
o integración contractual33. 

En términos generales, lo indicado significa que los deberes de conducta y de demás 
efectos jurídicos que se derivan de la buena fe para integrar el contrato son fundamen-
talmente modulables y disponibles por las partes, configurando en su conjunto derecho 
dispositivo. El derecho contractual dispositivo no se restringe en este sentido solamente 

Del carácter por completo excepcional de la corrección del contrato con fundamento en la buena fe, se 
ha fallado por nuestros tribunales que, “cabe preguntarse por los casos en que nuestro legislador permite 
corregir el contrato en razón de la buena fe, cuestión que desde ya, cabe advertir como excepcional, pues, 
en principio debe regir la autonomía de la voluntad o autonomía privada, consagrada en el artículo 1545 
del Código Civil”, Séptimo Juzgado Civil de Santiago, 30.3.2017, rol 20.628-2014, confirmada por Corte 
de Apelaciones de Santiago, 4.1.2018, rol 5.637-2017 (recurso de apelación) y Corte Suprema, 6.12.2019, 
rol 6.431-2018 (casación en el fondo). 

31 Así, en el derecho español, Salvador y García-Micó, 2020, p. 42. 
32 De los límites a la autonomía privada en el derecho chileno, en general, Domínguez, 2020, pp. 48, 

236-237, 289; Corral, 2018, pp. 498 ss. De la relación en ese contexto entre la ley, el orden público y las 
buenas costumbres, Schopf, 2017, pp. 581 ss.

33 Para este punto, aunque con diferencias, véase Carrasco, 2021, Nº 11/29, pp. 554-555.
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a la legislación dispositiva, sino que está compuesto también por la costumbre contrac-
tual y las reglas definidas por los jueces cuando desarrollan la buena fe para integrar los 
negocios jurídicos. Por eso, en presencia de un contrato eficaz y válidamente acordado, lo 
ordenado por la buena fe como contenido positivo y efecto de ese contrato se subordina 
en principio siempre a lo válidamente acordado por las partes como contenido de esa 
misma relación obligatoria de origen convencional34. 

La disponibilidad señalada no significa que la buena fe contractual sea en sí misma 
también de naturaleza dispositiva. En conjunto con el principio de la autonomía privada 
la buena fe se encuentra en las bases más elementales del derecho de contratos, de manera 
que negar su vigencia como principio ordenador de la relación contractual implica negar 
la estructura de valores más básica y elemental sobre las cuales se construye la institución 
del contrato. En este sentido, si las partes pudieran disponer o renunciar genéricamente 
a la buena fe contractual, ello equivaldría a una autorización general para actuar de una 
manera desleal y deshonesta en el desarrollo y ejecución de la relación contractual, lo que 
no solo resulta incompatible con la idea misma de contrato como institución fundada 
en la confianza, sino que colisiona también con la función normativa más elemental 
que el contrato desempeña en el marco del ordenamiento jurídico y económico, permi-
tiendo la configuración libre y espontánea de relaciones de intercambio y cooperación 
fundadas en la iniciativa individual35. Por lo mismo, parece inequívoco que el principio 
de buena fe contractual constituye una norma de orden público que no se encuentra a 
disposición de las partes contratantes, las que no pueden renunciar genéricamente a la 
misma como principio ordenador de la relación obligatoria. La estipulación que así lo 
hace debe tenerse por viciada, al resultar contraria a las condiciones más elementales de 
posibilidad del contrato, expresadas en las nociones de orden público y buenas costum-
bres (Código Civil, artículos 1461,1467 y 1682)36. La Corte Suprema ha ratificado lo 

34 Con fundamento en el tenor literal del texto del artículo 1546, la Corte Suprema ha reconocido 
la señalada primacía de los términos explícitos sobre los términos implícitos del contrato -los que llama 
tácitos- declarando respecto de esa primacía que, “la cuestión la resuelve expresamente el artículo 1546 del 
Código Civil al disponer que en las convenciones prima la ley del contrato, esto es, sus cláusulas escritas, 
lo que en ellas se expresa”, ya que, “al emplear dicho artículo la conjunción adversativa sino precedida del 
modo adverbial no solo establece una forma de construcción de la oración que denota adición de otro u otros 
miembros a la cláusula, cabe decir se agregan a las cláusulas escritas las cosas tácitas que por su naturaleza 
pertenecen al contrato dándoles a aquellas el carácter de principales” (Corte Suprema, 13.8.1956, RDJ, t. 
53, sec. 1ª, p. 165). 

35 Barros, 2020, p. 39; y, Schopf, 2018, pp. 117-121, con referencia a Larenz, 1979, pp. 80-87, 
para la confianza como valor constitutivo del derecho de contratos que subyace a la buena fe contractual. 
Para la protección de la confianza como principio autónomo y más general que la buena fe en el derecho de 
contratos, López, 2019, pp. 128 ss. 

36 Alcalde y Boetsch, 2021, pp. 752-754; Elorriaga, 2018a, pp. 71 y 88; Boetsch, 2011, p. 96-98; 
Fueyo, 1990, p. 185, para la buena fe como norma general de orden público. De la nulidad del pacto que 
excluye con alcance general la buena fe contractual, Schopf, 2017, p. 577. En el derecho comparado, acerca 
de la indisponibilidad general del principio de buena fe contractual, entre otros, en el derecho español, 
Salvador y García-Micó, 2020, pp. 37-38; en el derecho francés, Fabre-Magnan, 2019, Nº 131, p. 109; 
en el derecho alemán, Schubert, 2019, Nº 92; Looschelders y Olzen, 2015, Nrs. 107-108; y, en el 
derecho italiano, Bianca, 2007, pp. 522-523.
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indicado, declarando expresamente que el artículo 1546 “es una norma imperativa que 
ordena que los contratos se ejecuten de buena fe”37. 

Pero de la indisponibilidad general de la buena fe contractual como principio 
regulador del contrato puede y debe distinguirse la disponibilidad de los específicos 
deberes de conducta y demás efectos jurídicos que se derivan de su desarrollo, especi-
ficación y concreción, cuando esta tiene por función la integración del contrato. Ello 
puede justificarse considerando que en virtud de esa función de integración contractual 
la buena fe sirve fundamentalmente de soporte a diversos términos o elementos que se 
incorporan implícitamente a un contrato válidamente suscrito para suplir coherentemente 
sus lagunas, cuyo origen se encuentra en la existencia de aspectos laterales del negocio 
que no fueron regulados por los acuerdos de los contratantes, pero que pudieron haberlo 
sido de haber estos adoptado una estipulación contractual específica a su respecto. Por 
definición, por tanto, se trata de aspectos laterales referidos al contenido y a los efectos 
del contrato válidamente adoptado, que se encuentran dentro de la esfera de disposición 
y modulación de los contratantes. 

En consecuencia, puede sostenerse que la buena fe contractual como principio 
general del derecho de contratos resulta en sí misma indisponible al formar parte de las 
bases y condiciones más elementales de la institución del contrato. Pero los deberes de 
conductas y demás efectos jurídicos que se derivan de la buena fe para complementar 
e integrar las lagunas del contrato pueden ser anticipadamente renunciados, modifi-
cados o modulados por el acuerdo de los contratantes, según sus particulares intereses 
contractuales38. 

En todo evento, de manera excepcional el legislador puede ordenar que todos los 
deberes de conducta y demás efectos jurídicos que se incorporan al contrato en virtud 
de un desarrollo, especificación y concreción de la buena fe contractual resulten indis-
ponibles, cuando existen razones especiales y calificadas que así lo justifiquen. Ese es 
paradigmáticamente el caso en el derecho de consumidores, en que por razones vinculadas 
a la posición asimétrica de las partes y la necesidad de protección del contratante débil 
el derecho dispositivo derivado de la buena fe contractual es en su conjunto y en bloque 
transformado en derecho indisponible o de orden público39. Ello bajo la condición de 
que la renuncia, sustitución o modificación perjudique al contratante débil, provocando 
un desequilibrio importante en los derechos y obligaciones de las partes derivadas del 
contrato (Ley Nº 19.496, artículo 16 letra g). En ese caso, mediante una sola “norma de 
conversión general” el legislador transforma en bloque el derecho contractual dispositivo 

37 Corte Suprema, 22.5.2019, rol 38.506-2017, c. 27.
38 De la distinción entre la indisponibilidad general de la buena fe como principio del derecho de 

contratos, y la pregunta por disponibilidad de los específicos deberes de conducta y demás efectos jurídicos 
que de ella se derivan, dependiendo del círculo de funciones que esta desempeña, en el derecho alemán, 
Schubert, 2019, Nº 92; Looschelders y Olzen, 2015, Nrs. 107-109; y, especialmente, Teichmann, 
1990, Nrs. 107-112.

39 Para esta idea, referida a la transformación en bloque del derecho dispositivo en derecho imperativo 
o de orden público, Carrasco, 2021, Nº 11/34, p. 559.
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en derecho contractual indisponible o de orden público, con fundamento en la nece-
sidad de proteger al contratante débil. Por eso, de pactarse una estipulación en que se 
renuncian, reemplazan o modifican los deberes de conducta y demás efectos jurídicos 
derivados de la buena fe contractual y cumplirse con las otras condiciones previstas en 
la ley, la cláusula se tiene por ineficaz, al resultar contraria al artículo 16 letra g) de la 
Ley Nº 19.49640. Con esa conversión general parece ser la función misma de la buena 
fe contractual la que es transformada, para pasar a formar parte de una norma de orden 
público que desempeña una función de una injerencia mucho más radical en la autonomía 
de las partes, que controla la validez de los pactos que pueden adoptarse válidamente 
en la contratación en el derecho de consumidores41. 

Sin embargo, excluidos esos supuestos y ámbitos especiales, en nuestro derecho 
de contratos la buena fe no desempeña en general una función de control de validez de 
las cláusulas que pueden legítimamente estipular los contratantes. Por eso, por regla 
general, las estipulaciones en que los contratantes renuncian, modifican o modulan an-
ticipadamente los deberes de conducta y demás efectos jurídicos específicos derivados 
de la buena fe contractual para integrar el contrato son esencialmente válidos y eficaces, 
teniendo los términos o elementos explícitos fundados en la voluntad de común primacía 
sobre los términos o elementos implícitos que se integran al contrato en virtud de la 
buena fe. Dentro de los márgenes que definen su validez, la voluntad común de los con-
tratantes tiene preferencia sobre la buena fe en la definición del contenido positivo y los 
efectos del contrato. Ello explica que la voluntad común de los contratantes constituya 
el límite más inmediato de toda operación de integración contractual con fundamento 
en la buena fe, la que está siempre dirigida a suplir y complementar coherentemente 
las lagunas del contrato válidamente suscrito, pero no a reescribirlo o desnaturalizarlo. 

V. Conclusiones

La buena fe contractual ha adquirido una importancia creciente en el derecho chi-
leno, permitiendo una aplicación más flexible y funcional del derecho de contratos, que 
permite considerar adecuadamente todas las circunstancias particulares del caso concreto 
sometido a evaluación. Pero la mayor preponderancia de la buena fe en la regulación 
del contrato genera también el riesgo de dinamitar los acuerdos contractuales, siendo 
una potencial fuente de inseguridad jurídica. Por lo mismo, una tarea fundamental de 
la dogmática jurídica consiste en definir los contornos de la buena fe contractual, para 
controlar y manejar su aplicación. Con ese objeto se ha ido consolidando paulatinamente 

40 Del artículo 16 letra g) de la Ley Nº 19.496, Barrientos, 2019, pp. 136 ss.; Momberg, 2013, 
pp. 9-27; Momberg y Pizarro, 2013, pp. 340-351; De la Maza, 2004, pp. 35 ss.

41 Para la protección del contratante débil como consideración fundamental para configurar normas de 
orden público en el derecho privado, así como su desarrollo y expansión en el derecho contemporáneo, véase, 
en el derecho chileno, Isler, 2019, pp. 67-70, 89 ss.; Tapia, 2005, pp. 235 ss.; y, en el derecho comparado, 
Grigoleit, 2012, pp. 1127 y 1129 ss.; Kötz, 2012, Nrs. 39-47, pp. 20-24. 
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la distinción entre las diferentes funciones de la buena fe contractual, las que tienen 
presupuestos de aplicación, efectos jurídicos y límites también diferentes. 

Dentro de las diferentes funciones de la buena fe contractual, aquella que puede 
tenerse por su tarea más originaria y elemental es la función de integración del contrato. 
En virtud de esa función la buena fe es el antecedente de una cantidad potencialmente 
indefinida de deberes secundarios de conducta y otros efectos jurídicos accesorios o 
conexos, todos estos se imputan al contrato para suplementar sus lagunas. Los criterios 
centrales que rigen la integración contractual con fundamento en la buena fe pueden 
tenerse por la función económica y el fin del contrato. En virtud de esos criterios, puede 
asumirse que más allá de lo expresamente declarado por las partes, el deudor tiene un 
conjunto de deberes secundarios o conexos orientados a realizar todo lo razonablemente 
exigible para satisfacer los fines e intereses cautelados y perseguidos por el contrato, 
debiendo, a su vez, acreedor y deudor abstenerse de realizar todo lo que ponga en peligro 
la efectiva realización de esos fines o intereses. Ello de una manera que resulte consistente 
con la esfera de acción y riesgo propia de cada parte, definida según el sentido práctico 
del contrato. En conjunto con la función económica o fin del contrato pueden resultar 
relevantes también otros criterios o consideraciones, todos estos configuran el contexto 
fáctico y legal en que tiene lugar el contrato, los que determinan lo que un contratante 
puede esperar razonablemente del otro más allá de lo expresamente declarado en la 
promesa contractual. 

En todos los casos, los términos implícitos que se integran al contrato en virtud de 
la buena fe deben satisfacer un conjunto de condiciones de incorporación a la convención, 
referidos fundamentalmente a su coherencia con el programa contractual convenido y 
a su adecuación para el razonable cumplimiento del fin del contrato, tal como este se 
encuentra definido por las partes. En la definición de esas condiciones adquieren parti-
cular relevancia los límites de la función de integración de la buena fe contractual, los 
que dan cuenta de hasta dónde puede atribuirse un término implícito al contrato con 
fundamento en la buena fe, sin generarse los riesgos antes indicados, referidos al desco-
nocimiento y desnaturalización del contrato. Por lo mismo, el traspaso de esos límites 
tiene precisamente por efecto desconocer o desnaturalizar el contrato, con el consecuente 
riesgo de afectación de la seguridad del tráfico jurídico. Ello da cuenta de la relevancia 
de definir con exactitud los límites de la buena fe en la integración contractual. 

En general, todos los límites de la función de integración de la buena fe emanan 
de la propia naturaleza de esa función, la que tiene por objeto complementar el acuerdo 
de los contratantes, suplementando sus lagunas. Por lo mismo, la buena fe no puede 
ser nunca la fuente de los elementos esenciales u obligaciones principales del contrato, 
que son los que definen la naturaleza del intercambio contractual y los fines e intereses 
perseguidos por los contratantes mediante su suscripción. Los elementos esenciales y 
obligaciones principales del contrato tienen que fundarse necesariamente en la volun-
tad común de los contratantes, por muy básica y elemental que esta sea. Una falta de 
completitud referida a los elementos esenciales y las obligaciones principales plantea un 
problema de existencia o validez del contrato, pero no uno de integración contractual. 
En consecuencia, los términos que se incorporan al contrato en virtud de la buena fe 
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contractual solo pueden ser obligaciones conexas, secundarias o accesorias u otra especie 
de efectos jurídicos complementarios, todos estos son siempre funcionales y sirven a la 
satisfacción y cumplimiento de los fines e intereses perseguidos por los contratantes. De 
igual manera, los deberes secundarios de conducta y demás efectos jurídicos accesorios 
que se integran al contrato en virtud de la buena fe no pueden nunca modificar, alterar 
o sustituir el tipo y la función económica del contrato, tal como este se encuentra de-
finido por los contratantes, ya que ello supondría una completa desnaturalización del 
contrato, invadiéndose la esfera de autodeterminación individual reservada a las partes 
en la contratación. Por último, también en razón de su naturaleza complementaria 
destinada a suplir lagunas contractuales, los términos implícitos que se integran al 
contrato en virtud de la buena fe no pueden nunca contravenir el contenido de cua-
lesquiera términos o elementos explícitos válidamente acordados por los contratantes, 
corrigiendo o rectificando los derechos, obligaciones, distribución de riesgos y, en 
general, lo libremente acordado por las partes. Ello porque los términos o elementos 
consentidos por las partes delimitan el exacto perímetro de toda laguna contractual, la 
que precisamente es suplementada con fundamento en la buena fe. De esta manera, en 
la definición del contenido del contrato la voluntad común de los contratantes tiene 
primacía sobre la buena fe contractual, constituyendo el límite más inmediato a toda 
integración contractual admisible. 

La primacía de la voluntad común de los contratantes en la definición del contenido 
del negocio da cuenta de que los deberes de conducta y demás efectos jurídicos derivados 
de la buena fe contractual para integrar los contratos se encuentran en general a dispo-
sición de los contratantes, pudiendo ser anticipadamente renunciados, reemplazados o 
modulados por las partes de conformidad con sus particulares intereses comprometidos 
en el intercambio contractual. Por lo mismo, los deberes de conducta y demás efectos 
jurídicos que se derivan de la buena fe para integrar los contratos configuran por regla 
general derecho contractual dispositivo. Lo indicado no implica bajo ninguna circuns-
tancia que la buena fe contractual, como principio regulador del contrato, sea también 
disponible. Por el contrario, la buena fe constituye uno de los principios más elementales 
sobre los cuales se construye la institución del contrato, tratándose inequívocamente de 
una norma de orden público que no se encuentra a disposición de los contratantes. Pero 
de esa indisponibilidad general de la buena fe contractual puede y debe distinguirse 
la disponibilidad de los específicos deberes de conducta y demás efectos jurídicos que 
se derivan de su desarrollo y concreción, cuando la misma tiene por función integrar 
el contrato. Ello se funda en que en su función de integración la buena fe es fuente y 
soporte jurídico de un conjunto de términos o elementos implícitos que se imputan 
al contrato para suplir sus lagunas, esto es, para colmar vacíos u omisiones referidos a 
aspectos laterales del negocio que pudieron haber sido regulados convencionalmente por 
las partes, pero que no lo fueron, siendo necesaria su suplementación para que el contrato 
pueda cumplir razonablemente con su sentido práctico y finalidad económica. Se trata 
así, por definición, de aspectos que se encuentran dentro del ámbito de disposición de 
la autonomía privada de las partes. 
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De manera excepcional, el legislador puede ordenar que todo el derecho dispo-
sitivo derivado de la buena fe contractual sea indisponible, cumplidos determinados 
requisitos, si existen razones especiales y calificadas que así lo justifican, como sucede 
paradigmáticamente en el derecho de consumo. Con ello parece ser la función misma de 
la buena fe contractual la que es transformada, pasando a formar parte de una norma de 
orden público que controla el contenido de los contratos en el derecho de consumidores. 

Sin embargo, excluidos esos supuestos y ámbitos especiales, la buena fe no desem-
peña en general una función de control de validez de los pactos que pueden estipular 
válidamente los contratantes, sino que primordialmente una función de integración 
de lagunas contractuales, destinada a suplementar y complementar el contrato, cuyo 
límite más inmediato se encuentra, precisamente, en la voluntad común de los contra-
tantes válidamente declarada. La efectiva observancia de ese límite evita que mediante 
la buena fe se reescriba y desnaturalice el contrato. Así la buena fe se transforma en un 
instrumento que efectivamente contribuye a refinar el derecho de contratos, pero no  
a dinamitarlo. 
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